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PRESIDENCIA

DESARROLLO PARCIAL DE LA LEY  
DE ACCESO ELECTRÓNICO 

Se prevé la creación de un Registro 
Electrónico Común para garantizar 
el trámite de los escritos

El Consejo de Ministros ha aprobado 
un Real Decreto, a propuesta de los Mi-
nisterios de Presidencia, Economía y Ha-
cienda e Industria, Turismo y Comercio, 
por el que desarrolla parcialmente la Ley 
de Acceso Electrónico de los ciudadanos 
a los servicios públicos, de 2007. Esta Ley 
pretende mejorar la transparencia, la efi-
ciencia y la cercanía de los ciudadanos 
con la Administración aprovechando las 
nuevas tecnologías, de manera que 
puedan acceder a la mayoría de los trá-
mites desde su ordenador a través de In-
ternet. Para ello, este Real Decreto esta-
blece un marco más flexible en la im-
plantación de la Administración 
Electrónica sin descuidar los noveles de 
seguridad y protección de los derechos e 
intereses de los ciudadanos. 

La norma aprobada hoy regula el con-
cepto de sede electrónica, refuerza la 
fiabilidad de estos puntos de acceso a los 
servicios de la Administración General 

del Estado y asegura con ello, la plena 
identificación de direcciones como punto 
de prestación de servicios de comunica-
ción con los interesados, estableciendo 
un marco común para la creación de 
estas sedes, sus características, el alcance 
de su eficacia y su responsabilidad.

Punto de acceso

Además, el Real Decreto contempla la 
regulación del Punto de acceso general a 
la Administración General del Estado y a 
los organismos públicos, en el que el ciu-
dadano encontrará la información nece-
saria para participar en los procedi-
mientos electrónicos. También desarrolla 
la normativa de los registros electrónicos, 
con la importante novedad de la creación 
de un Registro electrónico común que 
recibirá los escritos y comunicaciones 
que presenten los ciudadanos que no 
hayan sido presentados ante los registros 
electrónicos competentes, facilitando a 
su vez información sobre los mismos. 

En el Real Decreto se regulan los ele-
mentos mínimos imprescindibles, en ma-
teria de identificación y autentificación, 
para afianzar el criterio de flexibilización 
impulsado en la Ley de 2007. A tal fin se 
establece un régimen específico para fa-
cilitar la actuación en nombre de terceros 

CONSEJO DE MINISTROS

Viernes, 6 de noviembre de 2009
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a través de dos mecanismos: la figura de 
las habilitaciones para la presentación de 
documentos electrónicos en representa-
ción de los interesados y la posibilidad de 
que los funcionarios públicos habilitados 
puedan llevar a cabo la identificación y 
autenticación de los ciudadanos en los 
servicios y procedimientos para los que 
así se establezca.

Asimismo, y entre otras cuestiones, se 
incluye una regulación específica que 
desarrolla los procedimientos necesarios 
para recabar o remitir documentos que ya 
se encuentren en poder de la Administra-
ción General del Estado y sus organismos 
públicos, evitando con ello a los ciuda-
danos la necesidad de volver a aportarlos. 
Por último, se regulan aspectos relacio-
nados con los documentos electrónicos: 
características, validez, copias electró-
nicas, agrupación en expedientes, ar-
chivo, conservación y destrucción. 

ASUNTOS EXTERIORES  
Y DE COOPERACIÓN

REMISIÓN A LAS CORTES DE UNA ENMIENDA  
A LA CONVENCIÓN SOBRE ELIMINACIÓN DE 

DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER

El Consejo de Ministros ha aprobado 
un Acuerdo por el que se dispone la re-
misión a las Cortes Generales de la En-
mienda al artículo 20.1 de la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer. 

El artículo 20.1 de la Convención esta-
blecía que el Comité se reuniera normal-
mente todos los años por un período que 
no exceda de dos semanas para examinar 
los informes que se le presentaran. En su 
8ª reunión, celebrada en Nueva York en 
mayo de 1995, los Estados decidieron 
sustituir este párrafo con vistas a permitir 
que el Comité pueda reunirse anualmente 
por el periodo que sea necesario, sin res-

tricciones específicas, salvo las que pueda 
establecer la Asamblea General. 

La Convención sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer es uno de los ejes princi-
pales en torno a los cuales se estructura 
el sistema de protección de los derechos 
humanos del sistema de Naciones Unidas 
y el principal de ámbito universal en la 
protección de los derechos de las mu-
jeres.

Como Estado parte, España defiende 
activamente los principios consagrados 
en la Convención y cumple con rigor las 
obligaciones derivadas de la misma, 
además de, formar también parte del Pro-
tocolo Facultativo a la Convención, que 
reconoce la competencia del Comité 
para la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer – ór-
gano de vigilancia de la Convención - 
para recibir y examinar comunicaciones 
particulares de individuos que aleguen 
haber sido víctimas de una violación de 
los derechos contemplados en la Con-
vención y que hayan agotado las instan-
cias judiciales internas.

ACUERDO DE ESTABILIZACIÓN Y ASOCIA-
CIÓN ENTRE LA UNIÓN EUROPEA Y BOSNIA 

HERZEGOVINA 

El Consejo de Ministros ha aprobado 
la firma ad referéndum del Acuerdo de 
Estabilización y Asociación entre las Co-
munidades Europeas y sus Estados miem-
bros, por una parte, y la República de 
Bosnia y Herzegovina, por otra, y ha dis-
puesto su remisión a las Cortes Gene-
rales. 

El Acuerdo tiene por objeto la prepara-
ción de la economía de la República de 
Bosnia y Herzegovina para su integración 
con las de la Unión Europea en el marco 
del Proceso de Estabilización y Asocia-

Boletín núm. 2098–Pág. 72



–  2991  –

           

ción Comunitario derivado de la Cumbre 
de Zagreb en noviembre de 2000.

Supone el paso de Bosnia a una nueva 
fase en el Proceso de Estabilización y 
Asociación que ofrece a los países de los 
Balcanes Occidentales una perspectiva 

europea que lleva implícita la aceptación 
de los criterios de Copenhague, y su co-
rrecta aplicación representa un reto para 
Bosnia. Al mismo tiempo, marca para los 
países de la región una señal política de 
estabilidad y estímulo en el camino de 
integración en la Unión Europea

Viernes, 13 de noviembre de 2009

MINISTERIO DE JUSTICIA

APROBADO EL PROYECTO DE REFORMA 
DEL CÓDIGO PENAL

El Consejo de Ministros ha aprobado la 
remisión a las Cortes Generales del Pro-
yecto de Ley Orgánica por el que se mo-
difica la Ley del Código Penal de 1995. 

La reforma representa una respuesta 
penal ante nuevas formas de crimina-
lidad, como las derivadas de las nuevas 
tecnologías o el acoso laboral, y ante la 
demanda social de un tratamiento indivi-
dualizado para los delincuentes respon-
sables de delitos sexuales y terrorismo, así 
como una mayor protección de los me-
nores frente a los delitos sexuales. 

Asimismo, da cumplimiento a las obli-
gaciones internacionales que España 
tiene contraídas, y más específicamente 
en el ámbito de la armonización jurídica 
europea, que exigen adaptaciones de 
nuestras normas penales. Es el caso de la 
responsabilidad penal de las personas ju-
rídicas; los delitos contra la libertad e in-
demnidad sexual; la trata de seres hu-
manos; la corrupción entre particulares; 
los delitos informáticos; los delitos rela-
tivos al mercado y los consumidores; el 
decomiso de los productos; instrumentos 
y bienes relacionados con el delito; los 
delitos de terrorismo; el cohecho; la co-
rrupción de funcionarios públicos extran-
jeros en transacciones comerciales inter-
nacionales; los delitos contra la Comu-

nidad Internacional; los delitos contra el 
medio ambiente y los delitos de tráfico de 
drogas.

Delitos sexuales 
 a menores de 13 años 

Será delito la captación de niños para 
espectáculos pornográficos 

Endurecimiento de la respuesta penal 
para los delitos sexuales, especialmente 
cuando las víctimas son menores.

•  Nuevo capítulo denominado «De 
los abusos y agresiones sexuales a los 
menores», donde se aumentan las penas 
para estos casos, llegando a los quince 
años de prisión. 

•  Se prevé como delito la “captación” 
de niños para participar en espectáculos 
pornográficos y la responsabilidad de 
quien se lucra. Se castiga también al 
cliente de la prostitución cuando la rela-
ción sexual es con menores. 

•  Los jueces de la jurisdicción penal 
podrán privar de la patria potestad a los 
padres para proteger al menor. 

Más y nuevas penas contra  
la corrupción

Se regula el cohecho entre particulares 

Con esta reforma el Derecho Penal es-
pañol contará con los instrumentos nece-
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sarios para combatir con mayores garan-
tías de eficacia todos los fenómenos de 
corrupción cuyo poder destructivo atenta 
contra el núcleo mismo del Estado de 
Derecho.

•  Se tipifica de forma más exhaustiva 
el delito de cohecho, incorporando varios 
instrumentos internacionales. 

•  Reformas en el ámbito urbanístico: 

  Acciones como la ocultación de actos 
ilícitos observados por la inspección o la 
omisión de inspecciones obligatorias 
pasan a tener en sí mismo carácter delic-
tivo. 

–  Se agravan las penas en correspon-
dencia con la gravedad de este tipo de 
conductas. 

•  Lucha contra la corrupción en el 
sector privado: 

–  Represión de los actos encaminados 
a corromper a los administradores de em-
presas de forma similar a lo que se hace 
a través del delito de cohecho. 

–  Reforzamiento de las medidas para 
el seguimiento, embargo, incautación y 
decomiso de los productos del delito en 
el marco de una organización criminal. 

Además, se produce un incremento de la 
penalidad y de las multas, y se mejora 
técnicamente el ya existente delito de 
corrupción de funcionario público ex-
tranjero en las transacciones comerciales 

internacionales.

•  Se produce un aumento de los 
plazos de prescripción de los delitos, 
para evitar la impunidad. 

•  Se tipifican penalmente las con-
ductas más graves de corrupción en el 
deporte, como los sobornos llevados a 
cabo, tanto por los miembros y colabora-
dores de entidades deportivas, como por 
los deportistas, árbitros o jueces, encami-
nados a predeterminar o alterar de ma-
nera deliberada y fraudulenta el resultado 
de una competición deportiva. 

•  Se regula de forma más adecuada, 
junto a las asociaciones ilícitas, lo refe-
rente a las organizaciones y grupos crimi-
nales en general. 

AUMENTO DE PENAS PARA  
LOS DELITOS URBANÍSTICOS 

Se castigan las obras ilegales  
y a las autoridades que las silencien 

La reforma aumenta las penas a los de-
lincuentes urbanísticos e impide que sean 
delitos rentables privándoles de las ganan-
cias. Se castiga también las obras de urba-
nización ilegales y se regula de forma más 
precisa la prevaricación urbanística.

•  Los jueces deberán imponer multas 
de hasta el triple de la cuantía del bene-
ficio cuando la multa ordinaria no supere 
el importe de éste. Las ganancias obte-
nidas por el delincuente se decomisarán 
siempre. 

•  Por primera vez se castigará penal-
mente a las autoridades y funcionarios que 
amparen las obras ilegales incumpliendo 
intencionadamente sus obligaciones. 

•  Se aumentan las penas de prisión, 
que podrán ser de hasta cuatro años por 
cada obra ilegal. 

INCORPORACIÓN DEL DELITO  
DE TRÁFICO ILEGAL DE ÓRGANOS

Se castiga el tráfico ilegal de órganos  
y su trasplante 

En el marco de los delitos de trata de 
seres humanos se incluye la obtención o 
el tráfico ilícito de órganos humanos así 
como, en estos casos, el trasplante de los 
mismos. Se trata de proteger plenamente 
los derechos fundamentales de las víc-
timas, y no sólo el derecho a la integridad 
física, sino también su dignidad.

Se castiga a todos aquellos que:
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•  Promuevan, favorezcan, faciliten o 
publiciten la obtención o el tráfico ilegal 
de órganos humanos ajenos o el trans-
plante de los mismos. 

•  Al receptor del órgano que cono-
ciendo el origen ilícito del mismo con-
sienta en la realización del trasplante. 

ATAQUES CONTRA LOS SISTEMAS  
DE INFORMACIÓN 

Se tipifican como delito los ataques  
informáticos 

Se incluyen como conductas punibles 
las consistentes en:

•  Borrar, dañar, deteriorar, alterar, su-
primir o hacer inaccesibles datos o pro-
gramas informáticos ajenos. 

•  Obstaculizar o interrumpir el fun-
cionamiento de un sistema de informa-
ción ajeno. 

•  El acceso sin autorización vulne-
rando las medidas de seguridad a datos o 
programas informáticos contenidos en un 
sistema informático o en parte del 
mismo. 

ADAPTACIÓN DE LOS DELITOS  
CONTRA EL MEDIO AMBIENTE  
A LA NORMATIVA COMUNITARIA 

Se tipifica el traslado ilegal de residuos 

Se agravan las penas con el fin de 
adaptar la Directiva del Parlamento 
Europeo y del Consejo, relativa a la Pro-
tección del Medio Ambiente mediante el 
derecho penal, aprobada el 24 de oc-
tubre de 2008. Se tipifica:

•  El traslado ilegal de residuos. 

•  La explotación de instalaciones en 
las que se realice una actividad peli-
grosa. 

•  La destrucción o grave alteración 
del hábitat por la caza y pesca de espe-
cies amenazadas. 

REORDENACIÓN PENAL  
DE LOS DELITOS DE TERRORISMO 

Se incluye captación, adiestramiento 
y financiación 

Entre las importantes novedades que 
introduce la presente Ley está una pro-
funda reordenación y clarificación del 
tratamiento penal de las conductas terro-
ristas. Ahora se incluyen:

•  El adiestramiento, captación, adoc-
trinamiento, integración o participación 
en organizaciones o grupos terroristas 

•  Tipificación expresa del delito de 
financiación del terrorismo 

•  La conducta imprudente de los su-
jetos especialmente obligados a colaborar 
con la Administración en la prevención 
de dicha financiación en caso de blan-
queo de capitales. 

Ante la incapacidad del actual delito 
de asociación ilícita para responder ade-
cuadamente a los diferentes supuestos de 
organizaciones y grupos criminales se 
opta por una regulación independiente 
dentro de los delitos contra el orden pú-
blico. 

•  Se tipifican las conductas básicas de 
constitución, dirección y coordinación, 
distinguiendo según se trate de cometer 
delitos Graves u otras infracciones crimi-
nales (incluida la reiteración de faltas). 

•  En un segundo nivel se sitúa las ac-
tividades de participación o cooperación, 
con una respuesta penal inferior, agre-
gando agravaciones específicas en fun-
ción de tres circunstancias: el tamaño de 
la organización 

•  Las penas se elevan cuando la orga-
nización tenga por objeto cometer delitos 
contra la vida o la integridad de las per-
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sonas, la libertad, la libertad e indemnidad 
sexuales y la trata de seres humanos. 

NUEVO DELITO DE PIRATERÍA 

Hasta quince años por actos de piratería 

Se regula un nuevo delito de piratería, 
que antes no existía, bajo el siguiente 
concepto general: “Se puede hablar de 
piratería marítima o aérea cuando una o 
varias personas utilizan la violencia para 
apoderarse de un buque y aeronave, 
atentar contra sus tripulantes y/o apode-
rarse de su cargamento”.

Se establecen penas de prisión (uno a 
tres años sin violencia; de diez a quince 
años con violencia) por:

•  Apoderarse, dañar o destruir aero-
nave, buque o similares 

•  Atentar contra personas, cargamento 
o bienes que se hallen a bordo de las 
mismas 

•  Para quien, con ocasión de la perse-
cución de una conducta de este tipo, se 
resista o desobedezca a un buque de 
guerra o aeronave militar: 

ACOSO LABORAL E INMOBILIARIO 

Serán nuevos delitos de tortura  
y coacciones 

Dentro de los delitos de torturas y 
contra la integridad moral se incrimina la 
conducta denominada de acoso laboral.

Se entiende por tal: 
•  El hostigamiento psicológico u hostil 

en el marco de cualquier actividad la-
boral o funcionarial, que humille al que 
lo sufre, imponiendo situaciones de grave 
ofensa a la dignidad. 

La reforma también trata de dar res-
puesta penal a la aparición de conductas 
acosadoras de hostigamiento y abuso, en 
la mayoría de los casos con fines especu-
ladores, para forzar que alguien se vaya 

de su casa, independientemente de que 
ésta sea propia o arrendada.

•  Se regula expresamente como una 
forma de coacciones. 

•  Penas de un año y nueve meses a 
tres años de prisión o multa de 18 a 24 
meses. 

DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD  
INTELECTUAL

Los pequeños «manteros» podrán no 
ir a la cárcel 

Se reduce la pena a multa o trabajos en 
beneficio de la comunidad cuando:

•  La distribución es al por menor. 
•  Atendiendo a las características del 

culpable. 
•  El beneficio económico sea bajo. 
Actualmente la venta al pormenor de 

CDs en la calle implica, además de una 
multa de 12 a 24 meses, pena de cárcel 
de seis meses a dos años.

Con esta reforma NO se despenaliza el 
«top manta»:

•  Se mantiene la tutela penal para un 
bien jurídico digno de protección. 

•  Únicamente se reduce la pena para 
las conductas menos graves. 

NUEVA MEDIDA DE 
«LIBERTAD VIGILADA’»

Terroristas y violadores, alejados de sus 
víctimas 

Los delincuentes más peligrosos podrán 
ser sometidos a control judicial una vez 
cumplan las penas de prisión impuestas 
con una medida de libertad vigilada.

•  Será obligatoria para los delin-
cuentes sexuales y terroristas y podrá al-
canzar una duración de diez años. 
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•  Se evitará que terroristas, pederastas 
o violadores puedan residir cerca de sus 
víctimas o se acerquen a éstas tras salir de 
la cárcel. 

El contenido y duración de la medida 
dependerá de la peligrosidad del delin-
cuente y consistirá en limitaciones, obli-
gaciones, prohibiciones y reglas de con-
ducta que permitirán:

•  El seguimiento telemático perma-
nente del delincuente a través de medios 
electrónicos, debiendo estar siempre lo-
calizado. 

•  La prohibición de aproximación a 
las víctimas o residir cerca de ellas. 

MAYOR PROTAGONISMO DE LA PENA 
DE LOCALIZACIÓN PERMANENTE 

Las penas menores de seis meses se po-
drán cumplir en casa 

La reforma da por primera vez una al-
ternativa realista a las penas cortas de 
prisión (de menos de seis meses) en los 
casos en que el paso por la cárcel del 
condenado sea contraproducente para su 
resocialización.

•  Los jueces podrán sustituir las penas 
de prisión de menos de 6 meses por la 
localización permanente. 

•  El penado deberá permanecer en su 
domicilio o en lugar determinado durante 
el tiempo de la pena. 

EXPULSIÓN DE EXTRANJEROS

El juez podrá optar entre cárcel  
o expulsión para penas de menos de 6 años 

La principal novedad es que se da a los 
jueces la facultad de sustituir la pena pri-
vativa de libertad inferior a seis años por 
la expulsión del territorio nacional en 
función de las circunstancias.

•  El período en que el reo no puede 
volver a España pasa de ser inflexible 
(antes, diez años en todo caso), a gra-
duarse en una horquilla de tres a diez 
años. 

•  La expulsión llevará consigo el ar-
chivo de cualquier procedimiento admi-
nistrativo que tenga por objeto la autori-
zación para residir o trabajar en España. 

•  Si el expulsado no respeta la prohi-
bición de regreso, cumplirá la pena sus-
tituida (cárcel normalmente) y, si es sor-
prendido en la frontera, será expulsado 
directamente por la autoridad. 

NUEVO PERIODO DE SEGURIDAD 
TRAS CUMPLIR LA PENA 

Tercer grado más difícil para terroristas, 
pederastas y delincuentes organizados 

El objetivo es primar la seguridad co-
lectiva en aquellos casos en que exista un 
mayor riesgo de reincidencia, sin renun-
ciar a una pronta resocialización en los 
demás casos.

•  Los pederastas, terroristas y miem-
bros de organizaciones criminales, con 
condenas superiores a cinco años de pri-
sión, NO podrán acceder al tercer grado 
hasta cumplir la mitad de su condena. 

•  El régimen del resto de delitos será 
más flexible, permitiendo que la pena sea 
compatible con la rehabilitación social 
del delincuente en cualquier periodo de 
cumplimiento. 

RESPONSABILIDAD DE LAS  
PERSONAS JURÍDICAS 

Se regula por primera vez la responsa-
bilidad penal de las empresas 

Las empresas que delincan serán mul-
tadas, inhabilitadas o, incluso, disueltas. 
Se establece una regulación pormenori-
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zada y técnicamente muy precisa para 
asegurar: 

•  La imputación a las personas jurí-
dicas de aquellos delitos cometidos en su 
nombre o por su cuenta y en su provecho 
por las personas que tienen poder de re-
presentación. 

•  La obligación de las empresas de 
ejercer el debido control sobre los que 
ostentan dicho poder de representación. 

También se les podrá imponer directa-
mente multa e inhabilitación para ob-
tener subvenciones, ayudas públicas, 
para contratar con las Administraciones 
Públicas y para gozar de beneficios e in-
centivos fiscales o de la seguridad so-
cial.

La responsabilidad penal de la persona 
jurídica podrá declararse con indepen-
dencia de que exista o no responsabi-
lidad penal de la persona física.

 
PRESCRIPCIÓN 

No prescribirán los delitos de terrorismo 
con muertes 

La reforma busca resolver los pro-
blemas interpretativos en la regulación 
actual e incrementar la eficacia del sis-
tema en la respuesta a delitos cuyo des-
cubrimiento e investigación resultan es-
pecialmente complejos.

•  Precisión en la definición del mo-
mento de inicio de la interrupción de la 
prescripción. 

•  Descripción de las circunstancias 
en las que la presentación de denuncias 
o querellas provocan el efecto suspensivo 
de la interrupción de la prescripción. 

•  Se eleva el plazo mínimo de pres-
cripción de los delitos a cinco años. 

•  No prescribirán los delitos de terro-
rismo que hubieren causado la muerte de 
personas. 

DELITOS CONTRA LA COMUNIDAD 
INTERNACIONAL 

Se incorpora el reclutamiento de 
«niños soldado» 

Se adecuan los delitos contra la comu-
nidad internacional a los compromisos 
internacionales. Es de destacar la especial 
protección penal dispensada a mujeres y 
niños en conflictos armados. Se castiga 
expresamente a:

•  Quienes atenten contra la libertad 
sexual de una persona protegida come-
tiendo actos de violación, esclavitud 
sexual, prostitución inducida o forzada, 
embarazo forzado, esterilización forzada 
o cualquier otra forma de agresión 
sexual. 

•  Aquellos que recluten o alisten a 
menores de dieciocho años o los utilicen 
para participar directamente en dichos 
conflictos., brindando especial protec-
ción a mujeres y niños en conflictos ar-
mados. 

REESTRUCTURACIÓN DE LOS DELITOS 
DE TRATA DE SERES HUMANOS  
E INMIGRACIÓN CLANDESTINA 

Quedan separado s ambos fenómenos 
delictivos 

El tratamiento penal, hasta ahora uni-
ficado, de los delitos de trata de seres 
humanos e inmigración clandestina 
queda separado en vista de las grandes 
diferencias que existen entre ambos fenó-
menos delictivos. Para llevar a cabo este 
objetivo se procede a la creación del Tí-
tulo VII bis denominado “De la Trata de 
seres humanos”.
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CREADAS 99 PLAZAS DE FISCALES 

Doce de ellas se destinarán a la lucha 
contra la violencia de género 

El Consejo de Ministros ha aprobado 
un Real Decreto por el que se establece 
la plantilla orgánica del Ministerio Fiscal 
para el año 2009, que crea 99 plazas de 
fiscales de segunda y tercera categoría, 
por lo que el total de efectivos de la ca-
rrera fiscal queda constituido por 2.307 
fiscales. Las plazas de nueva creación 
previstas tendrán efectividad el 30 de di-
ciembre de 2009.

Las 99 plazas creadas se distribuyen de 
la siguiente forma:

•  Órganos centrales del la Fiscalía 
General del Estado: ocho plazas. 

•  Comunidad Autónoma de Anda-
lucía: diecisiete plazas. 

•  Comunidad Autónoma de Aragón: 
dos plazas. 

•  Principado de Asturias: una plaza. 

•  Comunidad Autónoma de las Illes 
Balears: tres plazas. 

•  Comunidad Autónoma de Canarias: 
cinco plazas. 

•  Comunidad Autónoma de Can-
tabria: dos plazas. 

•  Comunidad Autónoma de Castilla-
La Mancha: tres plazas. 

•  Comunidad Autónoma de Castilla y 
León: seis plazas. 

•  Comunidad Autónoma de Cataluña: 
dieciséis plazas. 

•  Comunidad Autónoma de Extrema-
dura: dos plazas. 

•  Comunidad Autónoma de Galicia: 
tres plazas. 

•  Comunidad Autónoma de Madrid: 
dieciséis plazas. 

•  Comunidad Autónoma de Murcia: 
tres plazas. 

•  Comunidad Foral de Navarra: una 
plaza. 

•  Comunitat Valenciana: ocho 
plazas. 

•  Comunidad Autónoma del País 
Vasco: tres plazas. 

Violencia de género 

En particular, once plazas de las seña-
ladas se destinan al servicio de órganos 
jurisdiccionales especializados en vio-
lencia de género, además de una plaza 
adscrita al fiscal de Sala delegado en esta 
materia, lo que hace un total de doce 
plazas para la lucha contra la violencia 
de género distribuidas así:

•  Fiscalía General del Estado: una 
plaza adscrita al fiscal de Sala delegado 
contra la violencia sobre la mujer. 

•  Comunidad Autónoma de Illes Ba-
lears: una plaza. 

•  Comunidad Autónoma de Castilla y 
León: una plaza. 

•  Comunidad Autónoma de Cataluña: 
tres plazas. 

•  Comunidad de Madrid: tres plazas. 

•  Comunitat Valenciana: tres plazas. 

A estas plazas y por lo que a dotación 
en materia de violencia de género se re-
fiere, hay que añadir las cuatro que ya se 
habían creado en el Real Decreto de 30 
de enero de 2009, por el que se completa 
la plantilla orgánica del Ministerio Fiscal 
para el año 2008, con el fin de atender 
las plazas exclusivas para los juzgados de 
violencia sobre la mujer creados en ese 
año 2008.

Conversión de plazas

Por último, el Real Decreto constituye 
la Sección Territorial de Fuengirola de la 
Fiscalía Provincial de Málaga y crea una 
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plaza de fiscal de segunda categoría en la 
Sección Territorial de Verín de la Fiscalía 
Provincial de Ourense, mediante la con-
versión de una de las plazas de abogado 
fiscal de tercera categoría adscrita a 
aquélla en la plantilla orgánica.

Este Real Decreto ha sido informado 
por el Fiscal General del Estado, oído el 
Consejo Fiscal y los Fiscales Superiores 
de las Fiscalías de las Comunidades Au-
tónomas, así como por los órganos com-
petentes de las Comunidades Autónomas 
con competencias en materia de medios 
personales y materiales de la Administra-
ción de Justicia. También se ha dado au-
diencia a las asociaciones de fiscales, que 
no han presentado observaciones al pro-
yecto.

INFORME SOBRE LA NUEVA OFICINA JUDICIAL 
QUE TRANSFORMARÁ LA ADMINISTRACIÓN 

DE JUSTICIA

•  A partir del 1 de enero comenzará 
la implantación del nuevo sistema, que 
tendrá lugar, en una primera fase, en la 
Audiencia Nacional y en las ciudades de 
Burgos, Cáceres, Ciudad Real, Logroño, 
Murcia, Palma de Mallorca, Ceuta y Me-
lilla 

El Consejo de Ministros ha recibido del 
Ministro de Justicia el informe “Transfor-
mando la Administración de Justicia: 
nuevas estructuras funcionales y organi-
zativas”, sobre los cambios que las re-
cientes reformas procesales aprobadas en 
las Cortes han operado sobre el sistema 
de justicia y las medidas adoptadas por el 
Ministerio de Justicia para asegurar su 
eficacia. 

Una sociedad avanzada exige una Ad-
ministración de Justicia con tiempos de 
respuesta razonables, que utilice su 
mismo lenguaje y las mismas herra-
mientas de comunicación. La reforma del 
sistema de justicia, por tanto, es una tarea 

crucial e inaplazable que constituye todo 
un reto de Estado. 

Ese cambio programado y urgente, si-
guiendo el Plan Estratégico de Moderni-
zación de la Justicia aprobado por el 
Consejo de Ministros el 18 de septiembre, 
pasa necesariamente, y en primer lugar, 
por una racionalización de los órganos 
judiciales, una tarea pendiente desde la 
reforma de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del año 2003. 

Así, el pasado mes de octubre el Parla-
mento aprobó por unanimidad las dos 
leyes de reforma procesal, una orgánica 
y otra ordinaria, con el objetivo de im-
plantar la Nueva Oficina Judicial e intro-
ducir una serie de reformas procesales 
para la agilización de la Justicia. Tras mu-
chos años de reformas pendientes, estas 
nuevas leyes abren un tiempo de cambio 
para la Justicia y colocan la base norma-
tiva del proceso de modernización. 

Nueva Oficina Judicial

La Nueva Oficina Judicial es el motor 
del cambio de este proceso y se concreta 
en una nueva estructura de órgano judi-
cial sustentada sobre los principios de 
agilidad, eficacia, eficiencia, racionaliza-
ción del trabajo y responsabilidad por la 
gestión, incorporando además la utiliza-
ción de las tecnologías de la información 
y la comunicación. 

Esto permitirá: 

•  Que los jueces y magistrados dedi-
quen todo su esfuerzo a la función que 
les atribuye la Constitución: juzgar y 
hacer ejecutar lo juzgado. 

•  Potenciar la figura de los secretarios 
judiciales, como auténticos directores de 
la Oficina Judicial. 

•  Especialización en las tareas que se 
realizan en los órganos judiciales. 

•  Reestructuración más eficiente del 
trabajo y de los medios, así como un re-
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parto más preciso y racional de fun-
ciones. 

Se introducen también una serie de 
cambios procesales para agilizar la jus-
ticia. Entre ellos destaca la nueva compe-
tencia del secretario judicial para admitir 
las demandas o impulsar la ejecución, la 
creación de la figura del juez de adscrip-
ción territorial, la institución de un nuevo 
depósito para recurrir o las nuevas com-
petencias de procurados y graduados so-
ciales. 

Se amplía, además, la cobertura del 
proceso monitorio y de la tramitación 
civil como juicio verbal, cuya agilidad y 
eficacia se pretende potenciar. 

Implantación progresiva 

Para asegurar la efectividad de todo 
este conjunto de mejoras funcionales y 
organizativas, el Ministerio de Justicia ha 
dispuesto un proceso de implantación 
progresivo, coordinado y planificado. En 
este sentido, a partir del 1 de enero co-
menzará la implantación del nuevo sis-
tema, que tendrá lugar, en una primera 
fase, en la Audiencia Nacional y en las 

siguientes ciudades: Burgos, Cáceres, 
Ciudad Real, Logroño, Murcia, Palma de 
Mallorca, Ceuta y Melilla.

El programa de implementación 
contará, además, con equipos de segui-
miento locales y estará soportado por 
una base normativa, en desarrollo de 
las leyes de reforma procesal, en las 
que ya se está trabajando. El cambio exi-
girá, asimismo, acometer importantes 
inversiones de adaptación tecnológica y 
de infraestructuras. 

Por último, todo el proceso de imple-
mentación de la nueva estructura de la 
Justicia requerirá un esfuerzo de adapta-
ción cultural y la máxima implicación 
por parte de los agentes jurídicos y so-
ciales. En este sentido, el Ministerio de 
Justicia ha elaborado un Programa de 
Gestión del Cambio, que tiene como ob-
jetivo preparar a todos los colectivos pro-
fesionales implicados en la transforma-
ción. Este Programa se concreta en un 
conjunto de actividades transversales, 
que se llevarán a cabo en paralelo al des-
pliegue del nuevo modelo y que inciden 
en tres frentes: coordinación, sensibiliza-
ción y comunicación.

Viernes 27 de noviembre de 2009

ECONOMÍA Y HACIENDA

ANTEPROYECTO DE LEY DE ECONOMÍA 
SOSTENIBLE

•  Forma parte de la estrategia para 
el cambio del modelo económico.

•  La Ley fomenta la competitividad, 
fortalece la supervisión financiera, lucha 
contra la morosidad, aporta transpa-
rencia en las remuneraciones de las so-
ciedades cotizadas y facilita la contra-
tación público-privada. 

•  También promueve la innovación, 
reforma la Formación Profesional e in-
troduce criterios de ahorro y eficiencia 
energética y de movilidad sostenible. 

•  Se amplía la deducción por inver-
sión en I+D+i del 8 por 100 al 12 por 
100, se aplica el IVA reducido a las re-
formas para mejorar la eficiencia ener-
gética o el ahorro de agua y se establece 
una nueva deducción en el IRPF del 10 
por 100 para este tipo de obras. 

El Consejo de Ministros ha recibido un 
Informe de la Vicepresidenta Segunda y 
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Ministra de Economía y Hacienda sobre 
el Anteproyecto de Ley de Economía Sos-
tenible, un amplio conjunto de cambios 
normativos destinados a proporcionar un 
mejor entorno regulatorio a los agentes 
económicos para que disfruten de una 
posición más competitiva en el momento 
en que se inicie la recuperación econó-
mica. 

El Anteproyecto de Ley de Economía 
Sostenible incorpora un conjunto de re-
formas estructurales que facilitarán que 
las empresas y los agentes económicos 
españoles orienten su actividad hacia 
sectores con potencial de crecimiento a 
largo plazo, generadores de empleo y 
sostenibles desde un punto de vista eco-
nómico, social y medioambiental. 

Esta Ley forma parte de una estrategia 
que tiene como objetivo fundamental 
sentar las bases para un modelo de desa-
rrollo y crecimiento de la economía es-
pañola más sostenible. De esta estrategia 
formará también parte un Fondo de Ca-
pital de veinte mil millones de euros, ges-
tionado por el Instituto de Crédito Oficial, 
y un programa de reformas estructurales 
con un horizonte de diez años.

La Ley se articula sobre tres grandes 
pilares: la mejora del entorno económico, 
el impulso de la competitividad y la 
apuesta por la sostenibilidad medioam-
biental.

MEJORA DEL ENTORNO ECONÓMICO

Uno de los principales objetivos de la 
nueva norma es establecer principios de 
buena regulación económica para crear 
un marco normativo estable y predecible 
con bajo nivel de cargas administrativas. 
Se trata de extender al conjunto de la 
actividad económica la eliminación de 
restricciones injustificadas. 

1.  Organismos reguladores. Se aco-
mete una profunda reforma horizontal de 
la estructura y normas de funcionamiento 

de los organismos reguladores con el fin 
de dotarlos de mayor independencia, 
transparencia y publicidad en sus actua-
ciones, mejorar su estructura de gober-
nanza y su sistema de rendición de 
cuentas. Éstas son algunas de las nove-
dades:

•  Reducción del número de miem-
bros de los Consejos al presidente y 
cuatro consejeros, nombrados por el Go-
bierno con un mandato de seis años sin 
posibilidad de renovación. Los presi-
dentes de cada organismo estarán obli-
gados a dar cuenta de sus actuaciones 
anualmente ante el Parlamento. 

•  Cooperación entre los organismos 
reguladores: Los distintos organismos de-
berán coordinarse con la Comisión Na-
cional de Competencia. 

2.  Mercados financieros . Las me-
didas de reforma que se adoptan son co-
herentes con las recomendaciones del 
G-20.

•  Reforma de la Ley del Mercado de 
Valores: Obliga a las sociedades coti-
zadas a poner a disposición de los accio-
nistas un informe sobre remuneraciones 
y a votarlo en la Junta General, así como 
el detalle de las retribuciones individuales 
de cada uno de los consejeros. 

•  Reforma de la Ley de coeficientes 
de inversión, recursos propios y obliga-
ciones de información de los intermedia-
rios financieros: El Banco de España 
podrá exigir a las entidades de crédito 
políticas de remuneración coherentes 
con una gestión del riesgo prudente y 
eficaz. 

•  Regulación de la comercialización 
de los planes y fondos de pensiones, para 
mejorar la protección al consumidor y la 
seguridad jurídica de las entidades co-
mercializadoras. Las entidades comercia-
lizadoras deberán proporcionar al Minis-
terio de Economía y Hacienda la informa-
ción que se les solicite y se refuerzan los 
sistemas de inspección y sanción de los 
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supervisores financieros para garantizar 
el cumplimiento de las obligaciones de 
información y autorización. 

•  Libertad de elección de los asegu-
rados: El asegurador deberá poner a dis-
posición del asegurado, de forma fácil-
mente accesible, una relación de presta-
dores para garantizar una efectiva libertad 
de elección. 

3.  Sostenibilidad financiera en las Ad-
ministraciones Públicas. Se creará un 
grupo especial de evaluación del gasto 
que analizará, tanto los programas de 
gasto, como la estructura y procedimientos 
de los diversos ministerios y organismos 
públicos, y realizará recomendaciones 
para incrementar su eficiencia. Se presen-
tará un plan de austeridad y de calidad del 
gasto y un plan de racionalización del 
sector público empresarial y de la estruc-
tura de la Administración Pública.

4.  Contratación pública y colabora-
ción público-privada. El objetivo funda-
mental es agilizar la contratación pública 
en plazos y procedimientos, mediante la 
reforma de la Ley de Contratos del Sector 
Público. Algunas de las novedades son:

•  Se excluye la obligación de efectuar 
evaluación previa cuando un órgano de 
la misma Administración la haya hecho 
para un supuesto similar. 

•  Elevación a definitiva de la adjudi-
cación provisional cuando el adjudica-
tario presente la documentación reque-
rida, sin agotar el plazo de quince días 
hábiles general, salvo que el contrato sea 
susceptible de recurso especial. 

•  Modificaciones: los contratos del 
sector público sólo podrán modificarse 
cuando se haya previsto en los pliegos o 
en el anuncio de licitación o cuando con-
curran causas de fuerza mayor. Los modi-
ficados no podrán superar el 20 por 100. 
Si el contrato no puede modificarse, de-
berá procederse a su resolución y a la 
celebración de otro bajo las condiciones 
pertinentes. 

•  Regulación de la colaboración entre 
el sector público y el sector privado bajo 
fórmulas institucionales, las denominadas 
Sociedades de economía mixta: se regula 
la elección de socio privado con el mismo 
procedimiento previsto para la adjudica-
ción de contratos, respetando los princi-
pios de igualdad y concurrencia. Se abre 
la posibilidad de obtener avales del Es-
tado para la financiación de actuaciones 
de colaboración público-privada. 

•  Aumento del porcentaje de subcon-
tratación que se puede exigir a los con-
tratistas, que pasa del 30 por 100 al 50 
por 100, con el objetivo de fomentar la 
participación de Pymes en la contrata-
ción pública. 

COMPETITIVIDAD

1.  Simplificación administrativa.

•  Reducción de los plazos para la 
creación de empresas: se reforma la Ley 
de Sociedades de Responsabilidad Limi-
tada estableciendo un plazo máximo de 
cinco días cuando el capital social se 
sitúe entre 30.000 y 3.100 euros, con un 
máximo de 250 euros de costes; y de un 
día, cuando el capital se sitúe entre los 
3.100 y los 3.000 euros, con un coste 
máximo de 100 euros. Para todas ellas se 
suprime el Impuesto de Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Docu-
mentados, y todos los trámites serán tele-
máticos. 

•  Reducción de la morosidad: Re-
forma de la Ley de Contratos del sector 
público, de forma que obliga a las A dmi-
nistraciones a abonar el pago en los 
treinta días siguientes a la expedición de 
las certificaciones de obras, a partir de 
2013 También se regula un plazo máximo 
de sesenta días para el pago a pequeñas 
empresas y autónomos por parte de cual-
quier contratador. 

•  Reforma de la Ley del Catastro In-
mobiliario: Los notarios y registradores 
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de la propiedad remitirán telemática-
mente al Catastro, dentro de los veinte 
primeros días de cada mes, información 
relativa a los documentos por ellos auto-
rizados. Se podrá acceder de forma tele-
mática a las bases gráficas del Catastro. 

2.  Sociedad de la Información. 

•  Utilización de las nuevas tecnolo-
gías en la banda de frecuencias de 900 
MHz: Se permitirá el uso de estas bandas 
para la prestación de servicios de tercera 
generación (UMTS), lo que abaratará su 
coste y aumentará su calidad. 

•  Dividendo digital: La banda de fre-
cuencias 790 -862 MHz que se liberará 
al llevar a cabo el apagón analógico 
podrá utilizarse para la prestación de ser-
vicios avanzados de comunicaciones 
electrónicas. 

•  Reducción de la tasa general de 
operadores de telecomunicaciones. En 
2010 será del 1/1.000 de la cifra de in-
gresos brutos de explotación. 

•  Banda ancha universal: Inclusión a 
partir de 2011 de la banda ancha a una 
velocidad mínima de 1 Mbit por segundo 
(multiplica casi por veinte los 56Kbits ac-
tuales) como parte integrante del servicio 
universal. 

3.  Ciencia e Innovación. 

•  Fomento de la transferencia de re-
sultados en la actividad investigadora: 

a)  Se establece la titularidad y ca-
rácter patrimonial de los resultados de la 
actividad pública investigadora, que per-
tenecerán a las entidades cuyos investiga-
dores los hayan obtenido en el ejercicio 
de sus funciones, para facilitar la explo-
tación comercial de las patentes.

b)  Se facilita la cooperación de los 
agentes públicos con el sector privado. 

•  Promoción de los derechos de pro-
piedad industrial: Con el objetivo de agi-
lizar la concesión, difusión y uso de los 
títulos de propiedad industrial, se esta-
blecen plazos máximos en los trámites de 

concesión de patentes. Además, se re-
duce un 18 por 100 en tres años la cuantía 
de las tasas de las distintas modalidades 
de propiedad industrial. 

•  Universidad e Investigación: Se fo-
menta la creación de empresas innova-
doras de base tecnológica, promovidas 
por las universidades y los Organismos 
Públicos de Investigación, al objeto de 
realizar la explotación económica de re-
sultados de I+D obtenidos por los inves-
tigadores. 

4.  Internacionalización. Se amplía el 
concepto de internacionalización, consi-
derando que un proyecto será de interés 
para la internacionalización y, por tanto, 
prioritario para la política comercial es-
pañola, siempre que tenga un impacto 
positivo en la cadena de valor de las em-
presas españolas.

La novedad más destacada es la adap-
tación del sistema español de apoyo fi-
nanciero a la internacionalización, me-
diante la reforma de la ley que regula el 
régimen del seguro de crédito a la expor-
tación, para que las coberturas otorgadas 
puedan instrumentarse mediante garan-
tías o seguros de crédito. 

5.  Formación Profesional. Con esta 
reforma del sistema de Formación Profe-
sional se pretende facilitar la adecuación 
de la oferta formativa a las demandas del 
sistema productivo, mejorar el aprove-
chamiento de los recursos e integrar las 
distintas enseñanzas de formación profe-
sional. Las principales novedades son las 
siguientes:

•  Se promueve la oferta integrada de 
formación profesional y formación para 
el empleo. Con la promoción de una red 
estable de centros de Formación Profe-
sional constituida por los centros inte-
grados de FP, los centros públicos y pri-
vados concertados del sistema educativo 
y los Centros de Referencia Nacional. Se 
crea una plataforma de Formación Profe-
sional a distancia en todo el Estado. 
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•  Reconocimiento de las competen-
cias profesionales. Acción común del 
gobierno y las Comunidades Autónomas 
para dar prioridad a la evaluación y 
acreditación de las competencias profe-
sionales relacionadas con los sectores 
emergentes. Se promoverá la participa-
ción en cursos específicos que permitan 
conseguir un título de Formación Profe-
sional o un certificado de profesiona-
lidad a personas que ya tengan expe-
riencia profesional y quieran completar 
su formación. 

•  Se flexibiliza la organización de los 
programas formativos. La Formación Pro-
fesional se estructura en tres niveles: Pro-
gramas de Cualificación Profesional Ini-
cial, Ciclos formativos de grado medio y 
Ciclos formativos de grado superior. En 
este sentido, se crean «pasarelas» para 
facilitar la transición entre los diferentes 
módulos formativos, permitiendo la mo-
vilidad entre la formación profesional de 
grado medio y el bachillerato, y entre la 
formación profesional de grado superior 
y la enseñanza universitaria. 

•  Formación profesional de proxi-
midad: Se amplía la capacidad de los 
centros de adaptarse a su entorno y 
ofrecer una formación más apta para las 
necesidades de las empresas cercanas. 

SOSTENIBILIDAD MEDIOAMBIENTAL

En este contexto, se fija el objetivo na-
cional de una reducción de un 20 por 
100 de las emisiones de gases de efecto 
invernadero y de un consumo del 20 por 
100 de energías renovables sobre el total 
de consumo de energía bruto, para el año 
2020, que se conseguirá con al menos un 
10 por 100 de consumo de energías re-
novables en el consumo del sector trans-
porte. 

1.  Reducción de emisiones de gases 
de efecto invernadero. El objetivo central 
en este ámbito es fomentar la reducción 
de estas emisiones e incrementar la trans-

parencia de información de responsabi-
lidad medioambiental de las empresas. 

•  Se creará un «sello» que certifique 
la reducción de emisiones, que conferirá 
un valor adicional a las tecnologías de 
baja intensidad de carbono, al tiempo 
que aumentará la transparencia de la in-
formación sobre responsabilidad medio-
ambiental de las empresas. 

•  Se crea un fondo público para la 
compra de créditos de carbono. Las re-
ducciones certificadas de emisiones y las 
unidades de reducción de emisiones ad-
quiridas por el fondo se constituirán en 
activos del Estado y podrán enajenarse, 
en particular si resultan innecesarias para 
atender los compromisos de reducción 
de España en el marco del Protocolo de 
Kioto, permitiendo la autofinanciación 
del fondo. 

2.  Transporte y movilidad sostenible.

•  Se crea la Mesa de Movilidad Soste-
nible como órgano consultivo, asesor y 
de cooperación de todos los agentes vin-
culados a la movilidad. Sus principales 
funciones serán coordinar las actuaciones 
de las distintas Administraciones Pú-
blicas, evaluar las acciones puestas en 
marcha e informar sobre los proyectos 
normativos que afecten a la movilidad. 

•  Se fomenta la elaboración de Planes 
de Movilidad Sostenible, condicionando 
la percepción de subvenciones estatales 
al transporte a la puesta en marcha de 
planes coherentes con la Estrategia Espa-
ñola de Movilidad Sostenible. 

•  Se impulsa el desarrollo de planes 
de transporte de empresas para incen-
tivar el uso del transporte público colec-
tivo y el fomento de la movilidad soste-
nible de los trabajadores. 

•  Promoción del transporte por ca-
rretera limpio, aplicando normas especí-
ficas para la compra de vehículos limpios 
y energéticamente eficientes por parte de 
las Administraciones Públicas. 
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•  Impulso al vehículo eléctrico. 

•  Adaptación de las líneas de la red 
básica para transporte de mercancías por 
ferrocarril con el fin de posibilitar la cir-
culación de trenes de mercancías de, al 
menos, 750 metros de longitud y poten-
ciar las conexiones viarias y ferroviarias 
con los puertos de interés general. 

•  Se modifica la normativa vigente del 
transporte interurbano regular colectivo 
de viajeros (autobuses), con el fin de fa-
cilitar la entrada de nuevos operadores al 
sector. 

3.  Ahorro y eficiencia energética. Se 
establecen los principios de la política 
energética: garantía de la seguridad del 
suministro, la eficiencia económica y el 
respeto al medio ambiente. 

•  Para la Administración General del 
Estado y organismos públicos vinculados 
se adelanta al año 2016 el objetivo de 
ahorro energético del 20 por 100 con 
relación al año 2005. Dentro de los pro-
gramas que se aprueben, se establecerán 
requisitos mínimos de calificación ener-
gética de los edificios y vehículos que 
integran el patrimonio de las Administra-
ciones Públicas. 

•  Compromiso de elaboración de una 
planificación integral del sistema eléc-
trico, con el fin de asegurar la sostenibi-
lidad económica, energética y medioam-
biental del mercado eléctrico. Esta plani-

ficación desarrollará, entre otros, los 
siguientes principios: maximización de la 
participación de las energías renovables 
en la cesta de generación eléctrica, re-
ducción de la participación de las ener-
gías con mayor potencial de emisiones de 
CO2, y garantía de la seguridad de sumi-
nistro y estabilidad de la red. 

•  Se establece la Conferencia Secto-
rial de Energía como órgano de coordi-
nación entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas en materia de preparación, 
desarrollo y aplicación de la planifica-
ción estatal sobre energía. 

•  Se establece la vida útil de cuarenta 
años para las centrales nucleares. El Go-
bierno remitirá una ley para actualizar el 
régimen de responsabilidad civil nu-
clear. 

4.  Rehabilitación y vivienda. 

•  Impulso a la renovación y rehabili-
tación de núcleos urbanos. 

•  Reforma en la Ley hipotecaria, en 
relación con la regulación del crédito 
refaccionario. El objetivo es que este 
tipo de créditos puedan utilizarse para la 
financiación de obras de rehabilitación 
contando con sistemas de garantía simi-
lares a los de la hipoteca, frente a la que 
ofrecen la ventaja de una tramitación 
más simple, ya que permite la firma elec-
trónica y no requiere de escritura pú-
blica.


